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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Eduardo Brenta. 


MIEMBROS: Señores Representantes Bertil R. Bentos, Juan José Bruno, Álvaro Delgado, Gonzalo 
Mujica, Jorge Patrone y Mónica Travieso. 


INVITADOS: Por la Cooperativa Magisterial, señores Hugo Rodríguez, Presidente; profesor Hediberto 
Santos, Vicepresidente; Daniel Fernández, Presidente del Sindicato; Manuel Paulino Drocco, 
asesor jurídico; contador Jorge Aneiros, Comisión Fiscal y doctor Juan Piegas. 


SEÑOR PRESIDENTE (Brenta).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el gusto de recibir a una delegación de la Cooperativa Magisterial, encabezada por su 
Presidente, el señor Hugo Rodríguez, por el señor Vicepresidente, profesor Hediberto Santos, por el señor 
Daniel Fernández, Presidente del sindicato, por el doctor Manuel Paulino Drocco, asesor jurídico, por el 
señor José Aneiros, integrante de la Comisión Fiscal y por el doctor Juan Piegas. 


La Comisión está trabajando en la elaboración del texto de una ley general de cooperativas y está tratando de 
apresurar su tratamiento y su aprobación, dado que es un reclamo del movimiento cooperativo. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Tenemos mucho interés en esta ley y seguramente el texto completo excede 
bastante el interés de la Cooperativa Magisterial. Es cierto que en muchos aspectos la forma de vida de 
nuestra cooperativa y de otras similares depende del texto que se apruebe aquí, aunque no solamente 
de ello. ¿Qué es lo que pretendo decir? Pretendo decir que esta cooperativa que acaba de cumplir 
setenta y siete años quiere seguir siendo de consumo, como nació. Atiende a más de treinta mil 
asociados, por lo que es la mayor cooperativa de consumo de este país y tiene interés en sobrevivir, 
crecer y mejorar su acción conservando algunas bases filosóficas inalterables, como el principio de la 
solidaridad que rige el fenómeno cooperativo en cualquier parte del mundo. En ese sentido, hay 
algunas cosas que no vemos con claridad y hay algunas otras que nos preocupan, por lo que queremos 
trasladárselas a la Comisión. 


El doctor Paulino Drocco, en su carácter de asesor jurídico de nuestra cooperativa, puede comentarles 
algunos de los aspectos que nos preocupan. 


SEÑOR PAULINO DROCCO.- Difícilmente en este ámbito puedan trasladarse todas las opiniones que 
nos merece este proyecto, pero trataré de referirme a un par de conceptos que son los más relevantes 
en lo estructural. 


Tuve oportunidad de participar en la primera etapa de formación del proyecto que oportunamente elevó 
CUDECOOP. La opinión que siempre he tenido -que quedó en minoría en CUDECOOP- es la de que el 
proyecto de ley marco de cooperativas -por lo menos en lo que refiere al capítulo general que abarca a todas 
las cooperativas- debería ser lo más escueto y genérico posible a fin de que, en un conjunto de normas no 
muy extendido, recogiera los puntos comunes de todas las cooperativas, respetando la individualidad de cada 
modalidad. La realidad marca que las cooperativas son bastante diferentes según su modalidad, aunque tienen 
puntos comunes que son los que deben estar en el primer capítulo o en la parte general de las disposiciones 
sobre la ley marco. Existen aspectos totalmente diferentes que no es del caso abordar acá, pero a nadie se le 
escapa que es totalmente distinto el funcionamiento de una cooperativa empresarial, como las de consumo, 
ahorro y crédito o de trabajo, que el de una cooperativa de vivienda. Son realidades totalmente diferentes que 
desde el punto de vista de la teoría de la organización requieren soluciones distintas. Inclusive, dentro de las 
cooperativas empresariales, no es lo mismo una cooperativa altamente masificada, como algunas de consumo 
o de ahorro y crédito, que una cooperativa de trabajo, integrada por pocos cooperativistas y donde la función 
de los socios es distinta. 


Este punto de vista es discrepante con el planteo que en su momento aprobó CUDECOOP. Me parece que 
una buena ley marco de cooperativas es aquella que recoge los aspectos generales y que satisface 
adecuadamente la realidad de cada modalidad, sin afectar el funcionamiento de ninguna. 


Desde el punto de vista de la organización me permitiré tocar un solo punto de los varios que se podrían 
abordar, que puede ser relevante. Me refiero a la determinación de las competencias de los diferentes órganos 
de la cooperativa, que va asociada a las exigencias de funcionamiento de cada uno de esos órganos. A nadie 
escapa que la Asamblea General de Socios es el órgano más representativo, pero lo es más si está organizada 
de manera tal que sea representativa. De eso depende la exigencia de quórum para que funcione la Asamblea 
y otros aspectos que prevé la ley; en ese sentido, el proyecto contiene algunos aspectos que podrían ser 
discutibles; más aún, cuando el proyecto permite a la Asamblea estudiar aspectos vinculados a la 
administración de la cooperativa. Muchas veces el socio cooperativista no cuenta con la información, ni la 
formación suficientes como para resolver temas complejos empresariales, por lo que muchas veces, al 
trasmitirse al socio la responsabilidad de resolver temas complejos de dirección de una empresa, la decisión 
se transforma en algo que no responde a la realidad, porque el socio no termina votando conforme a la 
conveniencia de la cooperativa sino a otros parámetros o manejos, normales y habituales en una asamblea, 
pero que pueden resultar inconvenientes para el funcionamiento de una cooperativa. 


He tratado de resumir un aspecto que me parece sustancial tener en cuenta: tratar de que los detalles en el 
funcionamiento de una cooperativa sean derivados, en primer lugar, al Capítulo o ley que regule el 
funcionamiento de la propia modalidad, y también que otros aspectos sean derivados, por la ley o la norma 
reglamentaria, al propio Estatuto, de manera tal que cada cooperativa, en función de la realidad que enfrente, 
la modalidad y el negocio que maneje, obtenga la forma más adecuada para que funcione correctamente, para 
que exista un auténtico funcionamiento democrático de la cooperativa y de las instituciones cooperativas y 
haya una mecanismo eficiente de contralor, tanto interno como externo. Posiblemente, los compañeros 
puedan referirse al otro gran aspecto que involucra este proyecto de ley de marco cooperativo, que es el 
control externo, tema sin duda muy importante. 


En este sentido, creo que en este control externo debe participar el Estado y, a su vez, es importante que se 
busque la participación del propio movimiento cooperativo, sin excluir al Estado de ese control externo. Un 
aspecto fundamental es que ese órgano debe estar especializado en cooperativismo. El fenómeno regulado 
será el cooperativismo, por lo que estimamos que esa debe ser su formación principal, más allá de que tendrá 
que regular una serie de aspectos, como en el régimen actual, que podrán ser comunes a otras instituciones 
como, por ejemplo, las sociedades anónimas. Probablemente, en el control de un balance no haya mucha 
diferencia entre una cooperativa y una sociedad anónima, aunque en otros aspectos ambas instituciones son 


sustancialmente diferentes, por lo que requieren un marco regulatorio propio y un órgano especializado en su 
regulación. 


SEÑOR PIEGAS.- En este proyecto de ley se han recogido algunas de nuestras ideas, pero lo 
importante es señalar que la técnica legislativa empleada ha sido sustituida. Las normas legales que 
rigen el marco cooperativo, ya sea de consumo, de ahorro y crédito y demás, han sido dispersas, como 
se sabe, pero tuvieron la finalidad de ser de carácter tuitivo, es decir, el Estado constata una realidad 
social y económica y la trasunta, dando una serie de amparos legislativos, o sea, ventajas y demás. 


El proyecto que se estudia pasa a establecer normas permisivas, por cuanto determina que todo lo que se 
dispone es así siempre que los estatutos así lo prevean. Entonces, me pregunto si el legislador piensa que 
bastará con que el estatuto regule, según lo que le permita la ley, el funcionamiento de las cooperativas, en 
sus diversas modalidades -previsto en el artículo 10, al que considero que le faltan algunos elementos-, y este 
tipo de normas será una solución para todas las modalidades de cooperativas. Se ha tomado en parte el 
modelo español, y otros, para determinar una serie de organismos y demás, pero a veces hay que mantener la 
congruencia con el sistema legislativo. 


Otro aspecto que me interesa resaltar es si el legislador va a establecer normas permisivas, remitiéndose a los 
estatutos, o si realmente puede ir un paso más adelante y determinar una serie de posibilidades que tienen los 
cooperativistas y las cooperativas en sus diversas modalidades, no solo en el funcionamiento de cada una de 
las modalidades sino también en lo que se denominan las cooperativas de segundo grado; realmente, si los 
estatutos no lo prevén, va a haber un freno que imposibilite el desarrollo de asociaciones de cooperativas. 
Creo que ese es el espíritu del legislador cuando se tiende a un movimiento ordenado, armónico y congruente 
en el sentido de que las diversas modalidades cooperen -y vale el término-; ya no es solamente ayuda sino 
operar con otro, y eso es lo que significa cooperativa, es decir cooperar, operar con otras modalidades. 


Con respecto a las modalidades -y estaba mirando el artículo 10-, la normativa española que tengo a la vista 
establece muchas y no solamente de consumidores o usuarios. Se ha variado la calificación y nuestras 
cooperativas son de consumo porque las leyes así lo han determinado, lo que hace a un hecho objetivo del 
acto de comercio. En cambio la denominación de consumidores y usuarios, no consumidores o usuarios, 
como los denomina la legislación española, personaliza y da al individuo el protagonismo real en este tipo de 
sociedad. También están las cooperativas de trabajadores, pero dejaría a la Comisión a efectos de que evalúe 
este grupo porque los trabajadores tienen leyes especiales de reciente aprobación. Creo que hace un año y 
medio se aprobó una legislación de cooperativa de trabajadores. Las demás cooperativas deberían tener su 
propia modalidad y eficacia. Hay que pensar si el legislador puede ir más allá de esa norma de carácter 
permisivo y establecer, por ejemplo, que los órganos más importantes de una cooperativa pueden realizar lo 
que se denomina fusión, escisión y cooperativa de segundo grado o de otro funcionamiento. 


Es esa la observación que me merece el texto. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Soy miembro de la delegación oficial de la cooperativa por decisión del 
Consejo Cooperativo que determinó dar participación al sindicato en estas actividades. 


Quiero decir que he notado una incongruencia respeto de la realidad en el artículo 33 que refiere a la 
convocatoria de la Asamblea General. Me parece que el bien supremo a conservar y que hace posible su 
funcionamiento es el control democrático efectivo de los cooperativistas de base sobre sus cooperativas. Al 
día de hoy, en un número importante de cooperativas, la realidad marca que existe apenas un ritual 
democrático, pero con escasa sustancia expresado en porcentajes bajísimos de participación hasta en los actos 
eleccionarios. Por ejemplo, la cooperativa más grande de consumo del país registra como mayor quórum de 
asamblea 765 personas, en medio de una crisis institucional -que no voy a mencionar aquí- que ayudó a que 
esa convocatoria diera ese resultado, pero habían votado entre el 5% y el 10% del total de los afiliados. 
Entonces, establecer que cuando fallan -lamentablemente, puede ocurrir- los órganos normales de dirección 
de la cooperativa y los socios sienten que deben actuar directamente en defensa de la cooperativa y de sus 
intereses como cooperativistas, se requiere el 10% como mínimo de la masa social no es posible. Decimos 
que esto no puede ser así porque una cosa es hablar del 10% en una cooperativa de cien cooperativistas y otra 
diferente es el 100% en una cooperativa que se llama "Cash" que tiene cien mil cooperativistas. Esto exige la 
misión imposible de acordar con diez mil personas para poner en marcha la convocatoria de la Asamblea. Y 


luego nos encontramos que una hora después de la convocatoria se puede resolver con cualquier quórum. 
Aquí hace falta encontrar un equilibrio. Y el equilibrio que estamos proponiendo es que estos porcentajes 
para convocar una asamblea por iniciativa directa de los socios y para el quórum mínimo de su 
funcionamiento debe estar referido no al total de la masa social -sobre todo ahora que se van a determinar 
distintos tipos de socios, con diferente alcance de sus intereses dentro de la cooperativa, tal como surge del 
proyecto de ley- sino a la parte directamente activa en la vida de la cooperativa. Por ejemplo, la parte que 
participa por lo menos en el acto eleccionario; creo es una referencia mucho más realista. De otra manera, 
más valdría que dijera que queda prohibida la iniciativa directa de los socios para convocar a Asamblea 
General. En la práctica es lo que quedaría sancionado si se mantiene este 10% con carácter general. 


Tampoco resulta lógico que una Asamblea pueda funcionar con cualquier cantidad de presentes. Entendemos 
que hay que encontrar un mínimo que también podría estar en referencia a la masa que participó en las 
elecciones; un porcentaje mucho menor porque es más difícil la convocatoria de una Asamblea que a un 
simple acto electoral. o puede ser ni tan difícil convocarla, ni tan fácil realizarla. ¡Cuidado, porque estamos 
hablando de Asambleas Generales convocadas por los órganos electivos por voto secreto de la cooperativa - 
sea en el Consejo Directivo o en la Comisión Fiscal- que terminan validándose con cualquier cantidad de 
presentes! He conocido casos de Asambleas en las que como el estatuto reclama que tres socios firmen el 
acta, ha han convocado cuando ha resultado oportuno, y esa ha sido toda la Asamblea. Entonces, ni tanto, ni 
tan poco. Para convocar la Asamblea tendría que tomarse el 10% de la masa que participó en la elección -es 
decir, de los votos válidos- y establecerse un requerimiento más sensato para quienes estén presentes una 
hora después de la convocatoria. En este aspecto me parece que se retrocedió con respecto al texto original, 
donde se pedía que el quórum mínimo fuera el doble de los miembros del Consejo Directivo y de la 
Comisión Fiscal. Hay una grave crisis institucional, si órganos que se los presume representativos son 
incapaces de convocar menos que la suma de los propios miembros de los órganos de dirección de la 
cooperativa. Esto podría ser posible si se mantiene esta norma que fija que una hora después de la 
convocatoria se puede resolver con cualquier quórum. Hay intereses muy importantes en juego. Entonces, 
estoy de acuerdo conque se establezcan quórum y porcentajes especiales. 


En la actualidad hay algunas cooperativas que existen porque ha existido la posibilidad de que la Asamblea 
General haya destituido oportunamente a los órganos de dirección surgidos de elecciones por voto secreto, 
con causa fundada y con quórum especial. Por ejemplo, la Cooperativa Magisterial en pleno régimen de facto 
destituyó un Consejo Directivo, y hoy existe por esa razón, porque el grado de deterioro que tenía en esa 
época era tan grave que, en condiciones nada favorables desde el punto de vista de las expresiones 
democráticas, lograron que se llenara por primera vez -unos meses después sucedió por otro motivo también 
democrático- el Cine Cordón. 


Para nosotros este tema es central: si los socios no tienen chance de operar directamente, la tendencia del 
cooperativismo será que se amplíe el carácter de mero cumplimiento ritual de las formas democráticas. 


Lo otro que nos parece necesario es que se conserve -es posible que esté en el texto y yo no lo haya 
advertido- que aparte de la Comisión Fiscal y de la auditoría privada que cada cooperativa contrate y del 
contralor del órgano previsto, del Consejo Superior del Cooperativismo, debe llegar a la Asamblea con las 
observaciones que los órganos de contralor del Estado hayan hecho a los estatutos antes de que haya un 
pronunciamiento por parte de la Asamblea de Socios, y no después, como está ocurriendo, porque entonces la 
masa social ni siquiera tiene garantía de enterarse de cuáles fueron las observaciones, por ejemplo, de 
Hacienda. Estos no son detalles menores. 


En el pasaje referido a que los miembros de los Consejos Directivos deberán declarar al inicio de su mandato, 
durante su ejercicio y según lo establezcan los estatutos, las actividades personales y comerciales que 
desarrollan y que pueden ser competencia de las actividades de la cooperativa, creo que debería comenzar 
por decir que debe exigirse declaración patrimonial al ingreso del ejercicio de la función y al egreso. 


Lamentablemente, en este país hubo en un período responsabilidad patrimonial personal de los miembros de 
los Consejos Directivos. Esta fue una iniciativa de la época en la que actuó el recordado legislador 
Etchegoyen, que derogó ese aspecto. Digo esto de memoria y data desde hace tiempo. Estas son cuestiones 
muy importantes. Si no se tiene en cuenta nuestro planteo, es posible ejercer la administración de entidades 
realmente importantes para los socios y para la sociedad, con un grado de impunidad muy grande. 


Termino señalando que en la actualidad, en numerosas cooperativas, por ejemplo, en la Cooperativa Policial, 
está establecida estatutariamente la representación de los trabajadores con voz y voto en el Consejo 
Directivo. Nuestro sindicato no reclama tener voz y voto; reclama tener voz en los Consejos Directivos a los 
efectos de que haya otro canal de comunicación agregado, suplementario de la vía orgánico-administrativa, 
que asegure la bifocalidad del Consejo Directivo sobre los sucesos de la cooperativa y que además permitan 
recoger de alguna manera el saber disperso en la organización. 


Por supuesto, nosotros históricamente reclamamos el derecho -que además debería ser una obligación- de que 
los trabajadores en una cooperativa deban ser socios de ella como expresión de adhesión elemental a su 
fuente de trabajo, con las limitaciones que están establecidas actualmente: no pueden ser elegidos, sí 
electores, tienen voz y voto en las asambleas, pero no pueden ser candidatos a dirigir la cooperativa. 


Tampoco estamos postulando que se premie de alguna manera lo que sería una desviación de tipo 
corporativista en organizaciones donde lo que debe predominar es el interés común del total de los socios. 


SEÑOR ANEIROS.- Quisiera tratar de ubicarnos en la realidad de nuestro país, porque hay dos cosas 
muy importantes a tener en cuenta -por lo menos para nosotros-: en primer lugar, que las leyes 
respondan a una realidad económica y, en segundo término, que las leyes se cumplan mediante el fiel 
ejercicio de los organismos de contralor. Que no pase, por ejemplo, como con la ley de defensa del 
consumidor, que es una excelente ley. Fuimos el último país de América Latina en tener una ley de 
defensa del consumidor; tenemos ley, pero no tenemos defensa del consumidor porque no actúa el 
órgano de control. No quisiéramos que esto ocurriera en el área cooperativa, porque si no para qué 
hacer la ley, para qué estar trabajando durante tanto tiempo. Creo que desde el año 2004 se está 
estudiando este tema. Tiene que salir una ley y una buena ley; tenemos que asegurarnos que el 
organismo de control de esta ley funcione; si no, no sirve. 


¿Con qué realidad nos encontramos hoy de acuerdo con los números que manejamos? Desde el punto de 
vista de los socios -que es lo que más interesa-, en primer lugar, estarían las cooperativas más importantes 
que serían las de ahorro y crédito con 540.000 socios. En segundo lugar, estaríamos los que integramos las 
cooperativas de consumo, con 230.000 socios, y después, muy lejos de esta cifra -porque esto es el 90% de 
los socios cooperativos del país- estarían las cooperativas agrarias, de vivienda y, por último, de producción y 
trabajo. Las agrarias ascienden a 40.000 socios, las de vivienda a 30.000 y las de producción y trabajo, a 
10.000 socios. El total de socios cooperativos en el país es de 850.000. 


En relación al total de socios verdaderos y de socios no cooperativistas -socios de entidades comerciales que 
actúan bajo la forma jurídica de cooperativa-, en ese caso la diferencia andaría más o menos en estas cifras. 
Socios que están afiliados a verdaderas cooperativas ascienden a 450.000 y socios que están afiliados a 
empresas comerciales, en particular y exclusivamente en el área de ahorro y crédito, 400.000. 


Hechas estas puntualizaciones, quisiera referirme a algunos artículos que ustedes ya aprobaron. En general, 
comparto integramente la idea de tener los derechos cooperativos específicos, que es precisamente lo que 
queremos hacer. Es decir, tener una ley general de cooperativas y tener un derecho cooperativo. Estamos 
totalmente de acuerdo, y también lo estamos con la inmensa mayoría de los artículos. 


Solamente nos vamos a limitar, por razones de tiempo, a referirnos a aquellos artículos que realmente no 
compartimos y que la Comisión aprobó. 


Me refiero, en primer lugar, al artículo 9%, que tiene al final una aclaración que dice Artículo aprobado "ad 
referendum" de la opinión solicitada al doctor Rippe con relación a la propuesta del escribano Jorge 
Machado, de la Asociación de Escribanos del Uruguay. Lamentablemente, no conocemos estos antecedentes, 
en particular esta propuesta del escribano Jorge Machado de la Asociación de Escribanos del Uruguay, con la 
que nos gustaría contar a la brevedad posible. 


Entendemos que aquí hay una insuficiencia notoria -salvo que en otras parte de la ley lo diga; por lo menos 
yo no lo he visto-, que se refiere a las exenciones fiscales y a las exenciones de seguridad social que tiene que 
tener una cooperativa en serio, como la que naturalmente se pretende con este proyecto. Las cooperativas 
deben tener exenciones fiscales en todo impuesto que grave la actividad comercial de lucro, porque no tienen 
finalidad de lucro ni finalidad comercial; tienen una finalidad de servicio. 


De modo que, a título taxativo, las cooperativas no pueden pagar o deben estar exoneradas, en primer lugar, 
del IVA; en segundo término, del COFIS; en tercer lugar, del impuesto a la renta; en cuarto término, de el del 
patrimonio y, en quinto lugar, no deben realizar aportes patronales a la seguridad social, porque sus 
integrantes no son patrones. Esto tiene que estar diáfanamente definido en esta ley, acá o en otro artículo. 


El otro artículo que nos merece observación es el 11, "Asociación entre cooperativas o con otras personas 
jurídicas de otra naturaleza jurídica”. ¡Qué esperanza! Asociaciones con sociedades comerciales, jamás; tener 
entidades de lucro dentro de una sociedad cooperativa, jamás. Eso no quiere decir que no negociemos con 
sociedades comerciales, ya que lo hacemos todos los días. Abrimos una cuenta en un banco y estamos 
operando con una entidad jurídica de lucro, pero no dentro de la cooperativa. 


A nuestro modesto entender, solo puede haber tres asociaciones: con otras cooperativas o con organismos 
sindicales de trabajadores o con organismos especializados del Estado. Fuera de este ámbito, a nuestro juicio 
es absolutamente inconveniente asociarnos con otras personas de otra naturaleza jurídica, en especial con las 
que persiguen fines de lucro. 


El otro artículo al que quiero hacer referencia es el 14, "Formalidades y personería jurídica". La parte inicial 
de este artículo establece que la cooperativa será persona jurídica desde la inscripción en el Registro de 
Personas Físicas. Bueno señores: este artículo es responsable de que hoy tengamos cuatrocientos mil socios 
afiliados a entidades comerciales que no son cooperativas, porque aquí no hubo un filtro de la personería 
jurídica, como existe en todos los demás casos. Esto no es posible; hay que eliminar esto. Las cooperativas 
deben tener, en todos los casos y para todas las modalidades, autorización expresa del Estado, que tiene que 
otorgar la personería jurídica previo a los informes correspondientes de los organismos de contralor de las 
cooperativas. 


Además, al final de este artículo se debería agregar esta frase: "Las personas jurídicas con fines de lucro, no 
de servicio, no podrán retener ni sueldos ni pasividades". Esto es lo que está ocurriendo con cuatrocientas mil 
familias de nuestro país que están siendo víctimas de retenciones de sueldos y pasividades por organizaciones 
comerciales en unos casos -porque persiguen fines de lucro, en el área de ahorro y consumo- y por entidades 
con objeto ilícito -también en el área de ahorro y consumo-, como es la práctica de la usura. Este parlamento 
tiene detalladas varias denuncias con nombre y apellido de quiénes son y cuánta población abarcan. De 
manera que esto nos parece absolutamente imprescindible que quede aclarado en la ley. 


Finalmente, quiero hacer referencia al control democrático de las cooperativas. No queremos caer en que las 
verdaderas cooperativas se "atruchen", y para no "atrucharlas" tenemos la garantía del control social. Ese 
control social tiene que estar perfectamente definido y responder a la realidad económica del país. Como 
decía recién el compañero representante del sindicato de la Cooperativa Magisterial, jamás podemos 
referirnos a un porcentaje que en la práctica no se puede obtener. Él daba el ejemplo de una asamblea 
excepcional de setecientos socios. Nosotros somos más de treinta mil. ¿Qué estamos diciendo? Esa cantidad 
de socios presentes en una asamblea -la máxima cantidad- representa un 2% del total de socios. 


A nuestro modesto entender, hay que hacer referencia a la cantidad de votantes en la última elección. Nos 
parece razonable pedir en primera instancia un 50% de los votantes de la última elección y pedir en segunda 
instancia, un 4% de los votantes en la última elección. Esto nos parece razonable y viable, pero tal como está 
encarada esta aprobación, es inviable tanto la convocatoria como el ejercicio de la propia asamblea. 
Naturalmente que para realizar la convocatoria, estaríamos hablando de un mínimo del 4% de los votantes de 
la última asamblea de la cooperativa. 


Por otra parte, los otros compañeros ya han hablado sobre los problemas específicos. Nos parece bien que 
tanto la Comisión Fiscal como la Comisión Electoral, en el caso de tener menos de quince socios, puedan 
estar integradas por un solo miembro. 


También quiero aclarar que en la Cooperativa Magisterial funciona un Consejo Directivo, integrado por una 


delegación gremial que tiene voz, pero no voto. Esta iniciativa de este año nos ha dado excelentes resultados. 
Creemos que esto debería estar previsto en esta ley, como lo expresara el compañero sindicalista. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero realizar algunas precisiones de carácter operativo. 


Esta Comisión aborda un tema de enorme complejidad; ustedes lo saben mejor que nosotros. Creo que un 
ejemplo ilustrativo de la complejidad que este fenómeno tiene son las particularidades de las diversas 
modalidades que hoy nos han planteado; hemos escuchado opiniones contradictorias entre ustedes. 


Es bueno tener en claro -quiero que quede constancia en la versión taquigráfica- que nosotros estamos 
analizando la primera parte de la ley que considera aspectos de carácter general. Luego abordaremos los 
aspectos de carácter particular. En ese sentido, algunas de las cuestiones específicas a que ustedes hacían 
referencia pueden tener un tratamiento distinto, en virtud de cada una de las modalidades que tiene el 
movimiento cooperativo. De repente para algunas hay determinados niveles de porcentajes de convocatoria 
que son adecuados y para otras no. Esto tiene una segunda parte. 


Por otro lado, sería bueno -sé que esto no es fácil, pero hemos tratado de hacerlo y hasta ahora lo hemos 
logrado- generar dos interlocutores en este debate. Esto no significa coartar el derecho de expresión a nadie; 
simplemente, significa encontrar los mecanismos que nos permitan procesar la discusión desde el lado del 
Poder Ejecutivo. Tendríamos que intercalar con todos los Ministerios y con un conjunto de organismos de 
todas clases y colores, porque en realidad todos tienen algún vínculo. Hemos resuelto que el interlocutor sea 
la Comisión Honoraria del Cooperativismo, que funciona en la órbita de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, y que por esa vía todos los organismos del Poder Ejecutivo canalicen sus inquietudes, sus 
preocupaciones y sus propuestas. 


De esta forma, la Comisión tendrá un interlocutor, la Comisión Honoraria del Cooperativismo, que es la que 
ha traído a lo largo del debate un conjunto de planteos que ha recogido a nivel del Poder Ejecutivo. 


Asimismo, hemos tratado que fuera CUDECOOP -que es el organismo que todos ustedes reconocen como 
organización madre del movimiento cooperativo- la organización que traiga los planteos provenientes del 
movimiento cooperativo. Somos conscientes de la realidad, la complejidad y las contradicciones que nosotros 
vamos a tener que laudar entre las distintas visiones que conviven dentro del movimiento cooperativo. 


Buena parte de lo que ustedes han planteado ya lo hemos escuchado por vías diversas -en el ámbito de la 
Comisión, en los pasillos o en entrevistas- por parte de diversas entidades cooperativas. Otras cosas no las 
hemos escuchado. Por tanto, a los efectos prácticos y de que efectivamente podamos hacer un aporte, les 
solicito que nos acerquen por escrito buena parte de estas inquietudes que han planteado hoy. Ese es un 
elemento que nos ayudará durante el análisis de la ley a considerar la variedad de opiniones existentes. 


No vamos a abrir un debate sobre lo que ustedes plantearon porque nos llevaría varios días de discusión. 
Sobre algunos aspectos tenemos opinión y sobre otros la estamos formando. 


Nuestro objetivo, en primera instancia, es la aprobación del Título I, la parte general de la ley. Nos parece que 
este será un avance en relación a la situación actual. La segunda parte va a necesitar un intercambio mucho 
más específico con las distintas modalidades porque es la que refiere a cada una de ellas. 


Si les parece bien, quisiéramos que nos acerquen un documento que nos permita incorporar las inquietudes 
que nos plantearon u otras que quieran hacernos llegar de aquí en adelante, de forma tal que constituya parte 
del material de consulta con que cuentan los legisladores. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Usted hacía referencia a una aparente contradicción. Me parece que estaba 
pensando en algunas expresiones del doctor Paulino Drocco y del contador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Y suyas. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Si se refiere a la implementación de una modificación que se hizo en el 
Congreso de Manchester en 1996, donde el Movimiento Cooperativo Internacional admite la toma de 
capitales de riesgo dentro de las cooperativas, efectivamente, hay un acuerdo básico. Una cosa es que la 
ley habilite a una cooperativa a realizar acuerdos puntuales con otra organización que permanece 
siendo otra organización, y otra cosa es que se prevea -como ocurre en algún pasaje de este proyecto- 
que la incorporación de colocaciones dentro de la cooperativa puede terminar otorgando hasta no más 
de un tercio de los lugares de dirección de la cooperativa. Eso creo que nos unifica absolutamente a 
todos en contra, por el enorme poder corruptor que tiene cualquier colocación de riesgo dentro de una 


cooperativa; aunque se exprese con un solo voto, igual que el más sencillo de los cooperativistas, es 
brutal porque comienza a existir la posibilidad del financiamiento y el condicionamiento de los 
procesos electorales y de la vida interna de la cooperativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No era en relación a eso. Por ejemplo, sobre las formas de participación, se 
plantearon visiones que yo entendí que eran diferentes. No importa, pero de todos modos no hay duda 
que hay visiones diversas y que vamos a tener que encontrar un camino que, como siempre, no va a 
dejar plenamente satisfechos a todos pero que va a constituir un avance muy grande en relación a la 
situación actual, que es de ausencia de ley. 


SEÑOR ABISAB.- Yo también percibí que algunos compañeros solicitaban que en la primera parte de 
esta ley se fuera mucho más específico y que otros pedían que se fuera más genérico. Esas son las 
diferencias que percibí. Dentro del mismo grupo -es respetable y ha pasado con otros grupos- hay 
diferentes conceptos o puntualizaciones en algunos aspectos. 


Quiero dejar constancia que uno de los artículos a que se hizo mayor referencia, el 9%, todavía está a estudio 
por parte de los señores legisladores. 


SEÑOR ANEIROS.- Yo también quiero hacer una aclaración. 


La idea de todo el grupo es que esta ley debe ser genérica, concreta y corta. Ello no implica que no sea clara 
y terminante en aquellos aspectos que interesa corregir. Me refiero a los problemas de corrupción que, 
evidentemente, no pertenecen al llamado movimiento cooperativo. 


En lo que hace al régimen de excepciones, creo que una cosa lleva a la otra y también tenemos que ser 
concretos en este aspecto. 


No veo ninguna contradicción en lo que hemos manifestado. Estamos de acuerdo en que esto es complejo y 
en que hay muchas opiniones. Nosotros estamos reunidos permanentemente para discutir estos temas y hay 
consenso en lo que decimos y en cuanto a que deben establecerse filtros. Eso no figura en el proyecto; 
creemos que podría lograrse a través de la personería jurídica o de la retención salarial o de ingreso de 
pasividad. Lo importante es que exista control. No hay ninguna duda de que en esto tenemos absoluta 
coherencia y pronunciamiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En esto último no hay duda de que estamos todos de acuerdo; nosotros 
también. 


Nos interesa especificamente avanzar en el sentido de establecer con claridad los límites entre la actividad 
cooperativa y las actividades comerciales muy lícitas que no tienen carácter cooperativo. 


SEÑOR PIEGAS.- Se trata solamente de la forma de la persona de la cooperativa; no hablamos 
todavía de la policía. Esa función actualmente se lleva a cabo a través de la Auditoría Interna de la 
Nación, el Banco Central, etcétera. Hasta el artículo 55 no se nombra eso, de manera que no voy a 
hacer referencia a algo que no está. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Existe un anteproyecto. 


SEÑOR PIEGAS.- Nos interesa señalar que en el anteproyecto se considera un organismo especial 
autónomo con esa función. Creo que esa es la llave fundamental de todo este proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Comparto que ahí está la llave del proyecto. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Es evidente que en algún sector del Estado debe existir un órgano de control 
especializado. No es lo mismo controlar sociedades anónimas que cooperativas. Como quiera que se 
llame y donde quiera que se ubique ese organismo de control, es indispensable que el Estado vuelva 
sobre sus pasos, abandone la teoría de que los asuntos cooperativos se dan entre privados, ponga de 


nuevo en primer plano el interés social que esta herramienta tiene y como contrapartida de las 
exoneraciones indispensables y justas, exista una mucho más especializada y perfeccionada actividad 
de control. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Comparto absolutamente eso, pero no sé si luego compartiremos cuál debe 
ser el organismo. 


También estoy de acuerdo en que ese organismo, sobre todo en los aspectos de promoción y fomento, deberá 
contar con el aporte del movimiento cooperativo no sólo en términos ideológicos sino también económicos. 
Tendremos oportunidad de discutirlo. 


SEÑOR ANEIROS.- Nos referimos a las exoneraciones a toda la actividad comercial y a los aportes 
patronales a la seguridad social. Ello no significa que no se realicen los aportes que sean necesarios -y 
bienvenidos sean- para que funcione efectivamente un organismo de control. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos de acuerdo. 


Agradecemos su presencia. 


(Se retira de sala la delegación de la Cooperativa Magisterial). 


En virtud de que estamos ingresando en los artículos del proyecto que tienen un perfil económico, la 
Comisión Honoraria nos ofreció la posibilidad de que comparezca el contador Boraño, quien nos podría dar 
una mano, junto al doctor Abisab. Si les parece bien, la Mesa lo invitará a participar en la próxima sesión. 


También en esta línea de generar actividades que puedan ayudarnos a avanzar y profundizar en el proyecto de 
ley y considerando que, como decíamos, estamos aproximándonos al momento de definir el organismo 
regulador, de fomento y control que el proyecto denomina Consejo Superior del Cooperativismo, deberíamos 
tener en cuenta a la denominada Red Especializada de Cooperativas del MERCOSUR; probablemente, 
ustedes hayan participado de alguna actividad organizada a ese nivel. Se trata de un ámbito en el 


que participan los movimientos cooperativos y los cuatro Estados integrantes del MERCOSUR. Esa 
organización nos ofrece la posibilidad de armar una actividad para nosotros -no sería abierta; luego veremos 
s1 queremos ampliarla- con el doctor Cracogna, abogado argentino especializado en Derecho Cooperativo. 
Seguramente, ustedes lo habrán escuchado durante un evento que se organizó en este edificio hace unos tres 
meses. Es uno de los juristas especializados en la materia con más prestigio de la región. También algunas 
otras personas que vienen trabajando en esto nos podrán ilustrar acerca de lo que existe en la región en 
materia de organismos de contralor, fomento y demás características de lo que vamos a debatir nosotros. Nos 
proponen realizar esta actividad el 9 de octubre, durante una sesión de la Comisión que destinaríamos a 
realizar un intercambio para disipar dudas. Si estamos todos de acuerdo, trataremos de coordinarlo; a su vez, 
resolveríamos invitar al contador Boraño y, eventualmente, al doctor Reyes. 


(Apoyados) 


Por último, cabe informar que hemos repartido un documento que hace referencia a todos los artículos 
que vamos a considerar en el día de hoy, aunque no sabemos si todos contaron con tiempo para leerlo. 


Ahora vamos a continuar con el análisis del articulado. 


SEÑOR DELGADO.- Había quedado pendiente la consideración del artículo 44, que tiene que ver con 
la responsabilidad de los miembros de los Consejos Directivos de las cooperativas. Teníamos dos 
propuestas; la del texto original, que se refería a la responsabilidad solidaria de los miembros del 
Consejo, y la de la Comisión Honoraria del Cooperativismo. En la sesión pasada se dio una discusión 
acerca de qué tipos de responsabilidad asumían los miembros de la Directiva; se hablaba de 
responsabilidad solidaria, pero existe otro tipo de responsabilidades. Personalmente, averiguamos que 
las prácticas más comunes a nivel cooperativo tienen que ver con las responsabilidades solidarias. 


Sé que el doctor Abisab, a pedido de la Comisión, también ha estudiado el tema analizando la experiencia 
comparada, y sería bueno que nos diera su opinión. 


SEÑOR ABISAB.- Coincido con lo expresado por el señor Diputado. La mayoría de las opiniones del 
derecho comparado relativas a organismos de estas características tienden a que la responsabilidad sea 
de carácter solidario. Además, el inciso segundo del artículo 44 permite de alguna manera 
salvaguardar la situación de los integrantes del Consejo Directivo que no estén presentes o voten en 
contra, quienes de esa forma no tendrán que responder con el carácter solidario que establece el propio 
artículo. 


SEÑOR DELGADO.- De acuerdo con lo que hemos podido averiguar, compartimos la redacción 
original del Poder Ejecutivo con respecto a este artículo. Inclusive, la propuesta de la Comisión 
Honoraria del Cooperativismo hacía referencia a un aditivo que tiene que ver con las violaciones de 
normas y reglamentos y los empieza a enumerar. En la sesión pasada, habíamos dicho que, quizás, 
sería mejor dejar este artículo más genérico, sin hacer una enumeración de las posibles normas a ser 
violadas. Se habla de violación de normas y me parece que no tendría sentido especificar qué tipo de 
infracciones o violaciones habría. En lo personal, dejaría el texto del Poder Ejecutivo tal como viene. 


SEÑOR PATRONE.- Comparto lo expresado por el señor Diputado Delgado en cuanto a mantener el 
texto original, porque el tercer párrafo que introduce la Comisión Honoraria del Cooperativismo es 
redundante con relación al primero y, además, al ser descriptivo, torna al artículo más nebuloso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el artículo 44 con la redacción del proyecto original. 


(Se vota) 


Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Pasamos a considerar el artículo 56. 


Tenemos tres textos: el original, la modificación propuesta por la Comisión Honoraria del Cooperativismo y 
la de CUDECOOP. 


El texto original habla de "recursos propios", y las modificaciones propuestas por la Comisión Honoraria del 
Cooperativismo y CUDECOOP, eliminan el término "propios" que figura en el primer párrafo. Parten de la 
base de que este término es redundante y podría inducir a confusión porque, en realidad, no hay recursos 
propios y ajenos; en este caso son todos recursos propios. Por tanto, estaríamos proponiendo la eliminación 
del término "propios" del primer párrafo. 


Más adelante, el artículo hace referencia a los recursos de carácter patrimonial con los cuales pueden contar 
las cooperativas, y en el texto original no se incluyen -tal como lo propone la Comisión Honoraria del 
Cooperativismo- "Los ajustes provenientes de las reexpresiones monetarias o de valuación", que son los 
ajustes patrimoniales provenientes de la inflación o de alguna otra variante económica; esto no está 
contemplado en el artículo original. 


Por lo tanto, proponemos aprobar el artículo 56 con la redacción propuesta por la Comisión Honoraria del 
Cooperativismo. 


Se va a votar. 


(Se vota) 


Cinco por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión el artículo 57, que también tiene tres textos. 


Este artículo hace referencia al capital social y expresa que "[...Jestá integrado por partes sociales, aportes 
obligatorios y aportes voluntarios". En realidad, el capital social, es decir, los aportes que hacen los socios 


dirigidos a conformar el capital social de la cooperativa, solo se emiten en partes sociales; los aportes 
obligatorios y voluntarios terminan constituyendo partes sociales. Parece desprenderse del texto original que 
partes sociales, aportes obligatorios y aportes voluntarios fueran elementos similares o iguales y que habría 
tres tipos de instrumentos, cuando en realidad hay uno solo, y son las partes sociales. 


Por tanto, en este artículo también estaríamos aceptando la redacción propuesta por la Comisión Honoraria 
del Cooperativismo, que dice: "El capital social está integrado por las partes sociales, provenientes de los 
aportes obligatorios y voluntarios realizados por los socios o de sus reexpresiones contables", lo que toma en 
cuenta el artículo anterior que habla del eventual ajuste de las partes sociales. De esta manera, ambos 
artículos quedan armónicos y queda claro que todo se expresa en partes sociales más allá de que estas 
provengan de aportes voluntarios u obligatorios o de reexpresiones contables o de revaluaciones de los 
mismos. 


(Apoyados) 


Se va a votar el artículo 57 con la redacción propuesta por la Comisión Honoraria del Cooperativismo. 


(Se vota) 


Cinco por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En consideración el artículo 58, para el cual existe una propuesta de modificación de la Auditoría Interna de 
la Nación. Este artículo hace referencia a la posibilidad de transferencia de las partes sociales en acuerdo con 
el Consejo Directivo; y la Auditoría Interna de la Nación agrega que estas partes sociales pueden ser 
transferidas "[...] solamente a personas que reúnan la calidad prevista por los estatutos previo acuerdo del 
Consejo Directivo". Se agrega una condición que, de alguna manera, es obvia porque, en realidad, desde el 
inicio -sobre todo en el artículo 19- está dicho cuál es la calidad del socio y, por tanto, nadie que no reúna las 
condiciones establecidas en el artículo 19 -por ejemplo, un menor de dieciocho años- puede ser receptor de la 
transferencia de las partes sociales. Este agregado parece algo obvio; y el resto de la redacción es igual. 


No sé si el doctor Abisab tiene alguna opinión al respecto. 
SEÑOR ABISAB.- Coincido con lo expresado por el Presidente. 


SEÑOR PATRONE.- Tengo dudas. Estoy de acuerdo con que las calidades de socios están establecidas, 
pero como se trata de una transferencia... Claro, no podría ser a otro socio porque, entonces, 
estaríamos alterando el principio cooperativista, pero eso no está específicamente establecido. Tal vez 
esté redundando en algo que para un abogado pueda ser muy simple, y no es necesario ser específico en 
todos los artículos porque uno puede remitirse a los anteriores. Pero me queda una duda ya que no se 
indica que la transferencia es solo a personas que reúnan esa condición. No sé si el hecho de no 
indicarlo puede habilitar a que personas no entendidas en la materia, como pueden ser los socios 
cooperativistas -que no necesariamente son abogados-, no encuentren impedimentos y realicen la 
transferencia de una manera que no es la que pretendemos, ya que no tienen por qué recordar que 
existe el artículo 19. Diría que esta técnica legislativa es propia para personas que están vinculadas al 
Derecho, pero este es un material de consulta para organizaciones que no necesariamente tienen que 
estar acostumbradas a manejarse con estos términos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy proponer un texto que contemple la inquietud planteada por el señor 
Diputado Patrone. El primer párrafo del artículo 58 podría expresar: "Las partes sociales son 
nominativas, indivisibles, de igual valor y transferibles solamente a personas que reúnan las 
condiciones requeridas por el estatuto para ser socio, previo acuerdo del Consejo Directivo"; y, a su 
vez, el segundo párrafo podría expresar: "Serán integradas en dinero, en especie o en trabajo 
convencionalmente valuado en la forma y plazo que establezca el estatuto". 


SEÑOR PATRONE.- De acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 


(Se vota) 


Cinco por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión el artículo 59. 


En este caso, tenemos cuatro propuestas no muy diferentes. El texto original establece: "El estatuto fijará el 
aporte obligatorio mínimo al capital social para ser socio, que podrá ser diferente para las distintas clases de 
socios [...]", pero propondríamos eliminar "distintas clases de socios" porque, en realidad, no los hay. Más 
allá de que haya gente que utilice la cooperativa de manera diferente, no se altera el principio de igualdad 
entre los socios. De manera que el primer párrafo expresaría: "El estatuto fijará el aporte obligatorio mínimo 
al capital social para ser socio, que podrá variar en proporción al compromiso o uso potencial que cada socio 
asuma de la actividad cooperativizada”. 


SEÑOR PATRONE.- ¿Por qué no se hace referencia a actividad cooperativa en lugar de 
cooperativizada? En realidad, no sé si existe el verbo cooperativizar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Carezco de respuesta. 
SEÑOR PATRONE.- Propongo utilizar el término "actividad cooperativa". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recogemos la propuesta del señor Diputado Patrone, por lo cual el primer 
párrafo quedaría de la siguiente manera: "El estatuto fijará el aporte obligatorio mínimo al capital 
social para ser socio, el que podrá variar en proporción al compromiso o uso potencial que cada uno de 
ellos asuma de la actividad cooperativa". 


Con respecto al segundo párrafo, hace referencia a la exigencia de nuevos aportes obligatorios. Se abren 
diversas opciones cuando se dé esta situación, que es una decisión de la Asamblea General. Supongamos que 
por equis motivo referente a la actividad de la cooperativa se establece la necesidad de que se realicen nuevos 
aportes obligatorios del tipo que fueren. Existe la posibilidad de que el socio los haga o no. En el texto 
propuesto por CUDECOOP y en el de la Auditoría Interna de la Nación se establecen soluciones inversas 
para la posibilidad de que el socio no haga estos aportes. En el caso de CUDECOOP se agrega: "El socio 
moroso en el desembolso de los aportes obligatorios, deberá abonar a la cooperativa el interés legal y 
resarcirla de los daños y perjuicios que hubiera causado". Esta es una alternativa. La propuesta de la 
Auditoría Interna de la Nación dice: "La Asamblea General podrá acordar la exigencia de nuevos aportes 
obligatorios, acordándose al socio disidente la facultad de receso". En principio, estos parecen los dos 
extremos posibles. En un caso se da al socio la facultad de irse -facultad de la que dispone en forma 
permanente-; si la Asamblea General decide que se debe hacer un aporte obligatorio, se explican las razones 
y se justifica; el socio que no esté de acuerdo tiene derecho a irse y recibirá la devolución de su parte social 
en el momento que corresponda, de acuerdo con los balances, como dice la propia ley. Tampoco nos parece 
buena la otra alternativa, es decir, que se establezca la aplicación de un interés legal al socio que no haga el 
aporte obligatorio; eso parece bastante fuerte. 


Por lo tanto, en este caso no nos parece de recibo ninguno de los dos textos. Creemos que queda claro que 
existe la posibilidad de establecer, vía Asamblea General, la exigencia de hacer los aportes obligatorios; 
quien los haga permanecerá en la cooperativa y por tanto mantendrá todos sus derechos, y quien no los haga 
tendrá la posibilidad de irse, así como puede hacerlo por cualquier otro motivo y, en consecuencia, exigir la 
devolución de su parte social. 


SEÑOR DELGADO.- Me parece que la propuesta que hace CUDECOOP es un poco dura. Por más 
que en algunos casos nos digan que somos muy generalistas, me parece que esto es algo que debe 
resolver cada cooperativa. Si se quiere instrumentar un mecanismo por el cual los morosos tienen que 
abonar los aportes obligatorios con determinado tipo de interés o de otra forma, me parece que eso 
debe estar sujeto a los estatutos y a las decisiones de cada cooperativa y no establecerlo en una ley 
general. Además, se hace referencia a daños y perjuicios que se hubieran causado y no se sabe cuáles 
pueden ser, ni cómo se pueden interpretar. 


Con respecto a la propuesta de la Auditoría Interna de la Nación, entiendo que el agregado: "acordándose al 
socio disidente la facultad de receso", es como una invitación a irse. "Si no aportás, te invito a que te retires". 
Creo que son otros los mecanismos que manejan las cooperativas para hacer cumplir los aportes obligatorios, 
y en el caso de que alguien no esté dispuesto a hacerlo, se tomarán las decisiones que correspondan, sin 
necesidad de que esto quede establecido en un marco general con este grado de dureza. Además, creo que 
esto no se inserta en lo que es el espíritu del artículo. Dada la diversidad de naturaleza del sistema 
cooperativo y hasta de coyunturas económicas, deberíamos dejar librado este punto a la discrecionalidad y a 
la particularidad de cada uno de los estatutos o de las resoluciones internas de cada cooperativa. 


SEÑOR PATRONE.- El título de este artículo es "Aportes obligatorios". En principio, comparto lo 
expresado en cuanto a que debería ser lo más general posible y que el estatuto de las cooperativas 
reglamente aquellas situaciones en las cuales no queda claro la resolución de la obligatoriedad. 


Vamos a entendernos. Si decimos que la Asamblea General podrá acordar la exigencia de nuevos aportes 
obligatorios es porque se cumplió con la convocatoria y el quórum; por lo tanto, se supone que esa Asamblea 
General es representativa. Eso en primera instancia. 


Ahora bien, entre la propuesta de CUDECOOP y la de la Auditoría Interna de la Nación tenemos casi un 
desglose de las tres situaciones. En el texto original y en el de la Comisión Honoraria se hace referencia a 
cuando un socio hubiera desembolsado aportes voluntarios de otro tipo y que pueden cubrir esta situación. 
Esa sería la situación ideal, en la que puedo hacer un traspaso de fondos. Se supone que como los demás 
socios aceptaron en la Asamblea General este incremento de aportes obligatorios, también están dispuestos a 
hacerlo. Lo que plantean CUDECOOP y la Auditoría Interna de la Nación son las situaciones en las cuales 
los socios no van a desembolsar, es decir, no van a acatar la resolución de la Asamblea General, o que 
podrían entrar en una situación de morosidad con relación a estos nuevos aportes. Supongo que cuando se 
hace referencia al socio moroso en el desembolso de los aportes obligatorios se está hablando de estos nuevos 
aportes y no de una situación de morosidad con respecto a lo anterior. 


Todo esto es demasiado complejo. Me gustaría agregar a este artículo un párrafo o un inciso -compartiendo 
que está bien lo planteado en el artículo original- que hiciera referencia a que los casos no comprendidos 
deberían reglamentarse por el estatuto, en términos genéricos, a fin de dejar -como decía el señor Diputado 
Delgado- que cada modalidad, cada sociedad cooperativa, lo resuelva de acuerdo con sus características. No 
todas las modalidades son idénticas; no es lo mismo una cooperativa de usuarios, de trabajadores, de 
producción o de ahorro y crédito. Entonces, en este caso sí estaríamos comprendidos en aquel criterio del 
nivel de generalidad. No sé cuál sería el texto de ese párrafo por el cual se establecería que todas aquellas 
situaciones no comprendidas fueron resueltas según el estatuto de cada cooperativa. Esto es para cuando la 
cosa funciona bien, pero no se prevé nada para cuando funciona mal. 


Muchas gracias. 


SEÑOR ABISAB.- Me gustaría hacer algún otro comentario en el sentido de lo que decía recién el 
señor Diputado Patrone en cuanto a que el artículo 59 refiere a los aportes obligatorios, pero en su 
texto se habla de nuevos aportes, que no es lo mismo. Me da la sensación -de la mano de lo que todos 
ustedes han referido- de que hablar de una morosidad de un socio por un nuevo aporte que se está 
tratando y que, de pronto, él no comparte o no puede llevarlo a cabo, es como un castigo más que una 
decisión justa. 


Entonces, tal como decían los señores Diputados, sería bueno redactar unas líneas al respecto. Tomé nota de 
algunas ideas y la redacción podría ser: "El socio que no aceptase dicha exigencia podrá actuar de acuerdo a 
lo establecido en el estatuto". Esto es solo un borrador que acabo de armar, basado en los comentarios de los 
señores Diputados, a fin de contemplar esa posibilidad de que el socio se vaya sin que se lo considere 
moroso, porque entiendo que la morosidad podría considerarse con respecto a un capital que ya estaban 
obligados a aportar y no lo hicieron, pero no para este caso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo aprobar el texto del artículo 59 de la Comisión Honoraria, con ese 
agregado. Podemos aprobarlo así, o dejarlo pendiente, pero siendo conscientes de que vamos a hacer 


un agregado tal como lo propone el señor Diputado Patrone, quien en todo caso lo resolverá con el 
doctor Abisab en el correr de la semana y lo hará circular. 


Se va a votar el artículo 59, en la versión de la Comisión Honoraria del Cooperativismo. 


(Se vota) 


Cinco por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Por último -porque con el señor Diputado Mujica tenemos otro compromiso-, propongo votar en bloque 
desde el artículo 60 al 64, ya que no hay ninguna alternativa propuesta. 


SEÑOR PATRONE.- Podríamos votar hasta el artículo 65. 
SEÑOR ABISAB.- Este artículo 65 corresponde a la Sección TI, Aportes no capitalizables. En el texto 
figura: "Artículo 65. (Definición de aportes no capitalizables)". Propongo que solo diga: "Artículo 65. 


(Definición)", para no repetir "aportes no capitalizables". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, vamos a votar en bloque desde el artículo 60 al 65, con la 
modificación propuesta por el doctor Abisab. 


(Se vota) 


Cinco por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


